A C U E R D O        M A R C O

Negociación Colectiva del 

Sector Público

Montevideo, 22 de julio de 2005.

PREÁMBULO. DECLARACIONES: Las partes se encuentran ante un desafío histórico, tratar de encuadrar el relacionamiento entre el Gobierno y las Organizaciones Sindicales que nuclean a todos los funcionarios públicos integrantes del PIT- CNT, como una continuación de la acumulación realizada en un largo proceso de lucha y que hoy nos sitúa ante una realidad esperanzadora. Ambos entendemos que se debe encarar un mandato histórico y plasmarlo en la realización cotidiana. El Gobierno encara el relacionamiento como parte de una concepción estratégica que forma parte de su programa. El movimiento sindical, como un factor permanente impreso en su naturaleza que lo lleva al rescate del pasado para construir un futuro mejor para los trabajadores. Partimos de la base común de que ningún cambio será posible ni duradero sin la participación ciudadana y en ese sentido propiciamos una Democracia Participativa. Con un Estado que anticipe los acontecimientos, que tenga iniciativa en las políticas públicas y en consecuencia el desarrollo de una sociedad fuerte con todo su tejido de organizaciones independientes de éste, e interrelacionándose para construir historia en el medio de las diferencias en el que necesariamente se debe transitar. Las relaciones, diálogo y negociación desde el punto de vista institucional se han expresado por medio de la negociación colectiva dirigida prioritariamente al ámbito privado, y hoy día trascendiendo dicho ámbito, nos abocamos a abarcar a la esfera pública. Es imposible avanzar en nuevas bases de sociedad sin negociación colectiva que como lo indica el Convenio Internacional del Trabajo No. 154 se extiende a todas las materias relativas a las condiciones de trabajo y empleo. Construir en el Uruguay de hoy, nuevas bases para ello, después de su casi inexistencia y sin aplicación de las leyes vigentes en la materia no es una tarea sencilla, se necesitará la acción decidida de muchos, especialmente de los actores –trabajadores y gobierno- que debemos juntos construir un nuevo relacionamiento.

Debemos convenir que algunos direccionamientos deben ir desde el Estado a la Sociedad, porque sin libertades civiles, el derecho sindical carece de sentido. Y la Libertad Sindical es fundamental para que los derechos sociales y económicos existan y se respeten. La garantía de la Libertad supone la autonomía de la organización sindical, de sus militantes y dirigentes, respecto al Estado (así como el respeto del derecho de huelga, porque sin esa potencialidad no habrá relaciones con cierta equivalencia y mucho menos existirá la posibilidad de hacer efectivo el cumplimiento de los acuerdos alcanzados en caso de desvío). Y por todo ello es  de mutuo acuerdo revalorizar el Diálogo bajo cualquier circunstancia, como herramienta de articulación de intereses, aún los contrapuestos, generador de un Nuevo Contrato Social. 

ACUERDO MARCO. En Montevideo, el 22 de Julio de 2005, reunidos en  el Edificio Libertad, entre POR UNA PARTE: los Sres. Luis Bazzano, Oscar López, Gustavo Signorelle, Fernando Pereira, José Suárez, Julio García, en representación de las organizaciones sindicales que nuclean a todos los funcionarios públicos ( PIT-CNT), asistidos por el Dr. Mario Pomatta; POR OTRA PARTE,  los Sres. Humberto Ruocco  y Lic. Ramón Firme (Oficina Nacional del Servicio Civil), el  Cr. Daniel Mesa y  Lic. María Elena Laurnaga (Oficina de Planeamiento y Presupuesto), las Dras. Christianne Sosa y Laura Bajac  (Ministerio de Trabajo y Seguridad Social)  en representación del Poder Ejecutivo,  convienen celebrar el presente acuerdo marco, en los siguientes términos: 

PRIMERO:  MARCO NORMATIVO.  En el firme propósito del Gobierno de fomentar y promover en toda su extensión la participación y negociación colectiva para relaciones sanas y equilibradas entre el Estado y sus funcionarios, se instaló  el diálogo bipartito. Resultó  consensuada la necesidad de contar con un ámbito general formal,  cuyo cometido sea debatir y negociar  en materia salarial y respecto de  condiciones de trabajo,  vinculados a la prestación de la función pública, sin perjuicio de  la necesaria articulación en niveles que contemplen las diferencias   estatutarias existentes entre los organismos y Poderes del Estado. 

La negociación colectiva en el sector público ha sido admitida en la práctica y se ha consolidado en los últimos años con la suscripción de convenios colectivos. Sin embargo, se destaca la necesidad de brindar un alcance y profundidad adecuados que garanticen el efectivo y más amplio ejercicio del derecho a la negociación de los trabajadores públicos. 
Fundamentado en la decisión de respetar y aplicar los instrumentos normativos, entre los que se encuentra el  artículo 57 de la Constitución de la República, la Declaración de Principios y Derechos Fundamentales de la Organización Internacional de Trabajo de 1998,  el Convenio Internacional del Trabajo No. 151 y la Recomendación Nº 159 relativos a la protección del derecho de sindicación y los procedimientos para determinar las condiciones de empleo en la Administración Pública, Convenio Internacional de Trabajo No. 154 y Recomendación Nº 163 sobre fomento de la negociación colectiva,  el Poder Ejecutivo, con fecha  7 de marzo de 2005 dispuso, por decreto No. 104/2005, la convocatoria a las organizaciones representativas de los funcionarios públicos a integrarse  a una mesa de negociación bipartita, con el fin de crear  un marco regulatorio que posibilite la negociación colectiva en la esfera estatal. Por Decreto No. 113/2005 de  fecha  15 de marzo de 2005, se establecieron criterios de integración y funcionamiento de los distintos grupos de trabajo.​​​ 

SEGUNDO: ÁMBITO DE NEGOCIACIÓN GENERAL: Las partes acuerdan formalizar el ámbito de negociación general de las relaciones laborales con los funcionarios del Estado, creando el Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público integrado por dos miembros de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, dos miembros de la Oficina Nacional del Servicio Civil, un representante del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social actuando en carácter de coordinador y moderador, y cinco representantes de las organizaciones sindicales representativas de funcionarios del Sector Público ( PIT-CNT) quienes podrán ser asistidos por asesores técnicos. El referido órgano actuará por consenso, funcionará  a pedido de cualquiera de las partes y tendrá por cometido estudiar y acordar objetivos comunes y alcanzar acuerdos sobre aspectos generales de la función pública.

TERCERO: ÁMBITO DE APLICACIÓN: El presente acuerdo marco será de aplicación a todos los trabajadores del sector público.

CUARTO: VIGENCIA. OBJETIVOS: El presente convenio regirá desde el día 1º de Julio de 2005. El Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público desarrollará la negociación  colectiva  de nivel  superior, propendiendo alcanzar acuerdos prioritariamente sobre los siguientes temas:

a) La instrumentación de una regulación marco de la negociación colectiva en la esfera estatal y su implementación; 

b) Coordinación en distintos niveles de negociación colectiva, en lo que respecta a negociación propiamente dicha,  la articulación de las normas  que de los distintos niveles resulten así como la consideración de los conflictos que dichas normas  provocaren.

c) Fuero Sindical y Libertad Sindical; 

d) Seguimiento de la negociación colectiva en los distintos niveles, 

e) Condiciones de Trabajo, Salud e Higiene laboral; 

f) Diseño y planificación de la capacitación y formación profesional de los empleados de la función pública; 

g) La estructura de la Carrera Funcional;

h) El Sistema de Retribuciones en sus diversas formas (desempeño, logro de metas, etc.);

i) Formas de Contratación. 

j) Reforma de la gestión  del Estado. Criterios de eficiencia, eficacia y calidad, profesionalización.

QUINTO: LA NEGOCIACIÓN COLECTIVA Y SU MARCO NORMATIVO: Frente a la necesidad de contar con una ley de negociación colectiva general y en lo específico para el ámbito de los funcionarios del sector público, se acuerda abocarse a la elaboración de un proyecto de ley de negociación colectiva en la esfera estatal, definiendo los criterios para su implementación atendiendo a las autonomías y poderes del Estado, así como el más pleno ejercicio de los derechos sindicales. 

Las partes acuerdan, que mientras no se apruebe la referida ley, la negociación colectiva en la esfera estatal se articulará en tres niveles: a) general o de nivel superior, a través del Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público; b) sectorial o por rama,  a través de las mesas de negociación establecidas por las particularidades o autonomías ( Decreto No. 113/2005 de fecha 15/3/2005 o las que correspondieran establecerse) ;   c) por inciso u organismo, desarrollará  la negociación directa entre las organizaciones sindicales de base con sus respectivos organismos.  

SEXTO: NEGOCIACIÓN DE BUENA FE Y DERECHO A LA INFORMACIÓN: Las partes acuerdan negociar de buena fe, así como a proveer a la otra parte de la información necesaria en cada uno de los temas abordados y a la búsqueda de un acuerdo equitativo y justo.

SÉPTIMO: CONDICIONES DE TRABAJO.  SALUD  E HIGIENE LABORAL. Las partes declaran el efectivo cumplimiento de la normativa existente sobre las condiciones de salud e higiene en el trabajo, y acuerdan que las irregularidades que se constaten en los lugares de trabajo serán denunciadas ante la Inspección del Trabajo en cumplimiento del artículo 118 de la  Ley Nº 15.851, sin perjuicio de la intervención  del Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público, a tales efectos en la búsqueda y seguimiento de las soluciones más inmediatas.-
OCTAVO: IGUALDAD DE OPORTUNIDADES: Las partes de común acuerdo reafirman el respeto por el principio de igualdad de oportunidades, de trato y equidad en el trabajo, sin distinción o exclusión por motivos de sexo, raza, color, orientación sexual, credo, etc. de conformidad con las disposiciones legales vigentes (Convenios Internacionales del Trabajo Nº 100, Nº 111, Nº 156, Ley Nº 16.045, Declaración Socio- Laboral del MERCOSUR).

NOVENO: DIVERSAS FORMAS DE CONTRATACIÓN DEL ESTADO: Las partes convienen aprobar el Informe Final del grupo de trabajo conformado por la Oficina Nacional de Servicio Civil, la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado, Mesa Sindical Coordinadora de Entes, con fecha 31 de Mayo de 2005, respecto del análisis de las diversas formas de contratación del personal del Estado y determinación de la naturaleza de los distintos vínculos existentes, y Diagnóstico de Situación y Recomendaciones, que se acompaña como ANEXO I, sin perjuicio de las resoluciones correspondientes que se adopten por la Administración para su efectivización e implementación en las distintas áreas del Estado.

DECIMO: CAPACITACIÓN Y FORMACIÓN PROFESIONAL: Las partes convienen aprobar el Plan Estratégico 2005-2010, de fecha 13 de Mayo de 2005 elaborado por la ONSC, COFE, MSCE, respecto de la promoción, desarrollo y coordinación de la formación permanente de los trabajadores del Estado, que se acompaña como ANEXO II, sin perjuicio de las resoluciones correspondientes que se adopten por la Administración para su efectivización y su implementación en las distintas áreas del Estado, apuntando  a la optimización de los recursos destinados a tal fin.

DECIMO PRIMERO: MECANISMO DE REFORMA DE LA GESTIÓN PÚBLICA: Las partes se comprometen a debatir con profundidad los aspectos vinculados con la reforma de la gestión del Estado, los criterios de eficiencia, eficacia, profesionalización de la función pública, evaluación por desempeño y por resultado, criterios de retribución.

DECIMO SEGUNDO: CARRERA ADMINISTRATIVA: Las partes convienen  que con el fin de definir mas adecuadamente los criterios de construcción de las estructuras escalafonarias, se realicen estudios técnicos que permitan informar y preparar el objetivo antes mencionado.
DECIMO TERCERO: FUERO SINDICAL Y LIBERTAD SINDICAL: Las partes acuerdan respetar íntegramente los Convenios Internacionales del Trabajo Nº 87, 98, 151 y 154, adoptando como mecanismo de fomento y facilidades para el ejercicio de la actividad gremial, definiciones como las que se enumeran a título enunciativo: licencia gremial, facilidades para el desplazamiento y realización de Asambleas, uso de cartelera gremial y descuento de cuota sindical.

DECIMO CUARTO: PREVENCIÓN DE CONFLICTOS: Las partes acuerdan que ante cualquier diferencia de naturaleza colectiva que pueda representar conflictos entre las mismas, se buscarán soluciones a nivel del Organismo y en caso de no lograrse acuerdo, podrá  plantearse la instancia ante el Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público, quien actuará como órgano de conciliación y mediación. Los reclamos de una de las partes, serán comunicados en forma escrita y fehaciente a la otra parte. 

Las partes procurarán acordar mecanismos de autorregulación del conflicto tales como: a) suspensión temporaria de aplicación de las medidas que originan el conflicto; b) abstención o limitación de las medidas de acción directa que pudieran afectar la prestación de servicios públicos esenciales durante los períodos críticos; c) establecimiento de servicios mínimos cuya prestación deba ser garantizada, en el tercer nivel de negociación (por inciso u organismo).

DECIMO QUINTO: Los convenios  que se celebren como consecuencia de este convenio marco se regirán por criterios de interpretación e integración de normas generales que rigen la materia y de conformidad con el Convenio Internacional del Trabajo Nº 154 de la Organización Internacional del Trabajo sobre fomento de la negociación colectiva ratificado por la Ley Nº 16.039. El Consejo Superior de Negociación Colectiva del Sector Público conocerá  en  las cuestiones que se susciten en la aplicación  e interpretación del presente acuerdo marco,  a solicitud de cualquiera de las partes.

DECIMO SEXTA: Las partes convienen que al  presente convenio marco, podrán incorporarse los acuerdos alcanzados mediante Actas Complementarias. 

De conformidad, se suscriben tres ejemplares de un mismo tenor.

